PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

Artículo 1: Modificase el Artículo 18 de la Ley Nº 12.008 y sus modificatorias, el que quedara redactado de la siguiente manera: 

Artículo 18: La pretensión de anulación, la resarcitoria vinculada con aquélla y la de restablecimiento o reconocimiento de derechos o intereses tutelados, deberán promoverse dentro del plazo perentorio de un (1) año, contados de la siguiente manera:

 

a) Si se pretendiere la anulación de actos administrativos de alcance particular, desde el día siguiente al de la fecha de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa. En caso de haberse deducido contra el citado acto un recurso administrativo procedente, el plazo se contará desde el día siguiente al de la fecha de la notificación al interesado de la decisión que rechace aquel recurso.

 

b) Si se pretendiere la anulación de actos administrativos de alcance general, desde el día siguiente a la fecha de su publicación o, en su caso desde el día siguiente al de la fecha de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa. 

 

c) Si se pretendiere la anulación de un acto de alcance general juntamente con la impugnación de los actos administrativos que les hayan dado aplicación, desde el día siguiente al de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa. 

 

d) Si se tratare de las pretensiones reguladas en el artículo 12 inciso 2) desde el día siguiente al de la fecha de la notificación al interesado del acto definitivo y que agota la vía administrativa.

Artículo 2: De forma.

FUNDAMENTOS



Mediante este proyecto de ley se propone la modificación del artículo 18 del Código Contencioso Administrativo, en el cual se regula el PLAZO DE CADUCIDAD de las pretensiones del administrado en el marco de un proceso contencioso administrativo.



La materia que el artículo regula es una cuestión de política legislativa, la cual debe darse siempre en sintonía con las normas constitucionales de jerarquía superior. 



Por ello y, en especial atención a la garantía del acceso irrestricto a la justicia prevista en el art. 15 de la Carta Magna Provincial y a la garantía de defensa de ineludible presencia en todo proceso judicial o procedimiento administrativo, es que se propone llevar a dicho plazo a un término razonable.



Resulto oportuno traer a colación que la presunción de legitimidad y estabilidad del acto administrativo en conjunción con el principio de celeridad del iter procedimental llevan a que el plazo en un proceso judicial contencioso administrativo no deba poseer la longitud obrante en otros cuerpos adjetivos (por ejemplo plazos de 2 o 5 años, etc). 



No obstante ello, 90 días resulta ser un plazo excesivamente exiguo, lo cual se erige como una exacerbación de las prerrogativas de la administración en su contraposición con las garantías del administrado.



Asimismo, se propone quitar de la norma a reformar toda implicancia que la misma tenga sobre las denominadas VIAS DE HECHO ADMINISTRATIVAS, por cuanto esta institución denota un obrar antijurídico de la administración el cual es insusceptible de ser saneado por el transcurso del tiempo.


En ese contexto, y considerando que el plazo de caducidad como prerrogativa de la administración se vincula al principio de legitimidad, estabilidad y ejecutividad de los actos, circunstancia que no se da en las vías de hecho, carecería de fundamento extender el plazo del Art. 18 a esta figura jurídica.


Por lo expuesto, solicito a los Señores Diputados Provinciales que me acompañen en la sanción del presente Proyecto de Ley. [image: image1.png]
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